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1.   Norma acusada

LEY 1123 DE 2007

(Enero 22)

Por la cual se establece el Código Disciplinario del Abogado

ARTÍCULO 29. INCOMPATIBILIDADES. No pueden ejercer la abogacía, aunque se hallen inscritos:

1. Los servidores públicos, aun en uso de licencia, salvo cuando deban hacerlo en función de su cargo o cuando el respectivo contrato se los permita. Pero en ningún caso los abogados contratados o vinculados podrán litigar contra la Nación, el departamento, el distrito o el municipio, según la esfera administrativa a que pertenezca la entidad o establecimiento al cual presten sus servicios, excepto en causa propia y los abogados de pobres en las actuaciones que deban adelantar en ejercicio de sus funciones.

PARÁGRAFO. Los abogados titulados e inscritos que se desempeñen como profesores de universidades oficiales podrán ejercer la profesión de la abogacía, siempre que su ejercicio no interfiera las funciones del docente. Así mismo, los miembros de las Corporaciones de elección popular, en los casos señalados en la Constitución y la ley.

2. Los militares en servicio activo, con las excepciones consagradas en el Código Penal Militar.

3. Las personas privadas de su libertad como consecuencia de la imposición de una medida de aseguramiento o sentencia, excepto cuando la actuación sea en causa propia, sin perjuicio de los reglamentos penitenciarios y carcelarios.

4. Los abogados suspendidos o excluidos de la profesión.

5. Los abogados en relación con asuntos de que hubieren conocido en desempeño de un cargo público o en los cuales hubieren intervenido en ejercicio de funciones oficiales. Tampoco podrán hacerlo ante la dependencia en la cual hayan trabajado, dentro del año siguiente a la dejación de su cargo o función y durante todo el tiempo que dure un proceso en el que hayan intervenido.

2.  Decisión

Declarar EXEQUIBLE, por los cargos analizados en esta sentencia, la expresión “de una medida de aseguramiento” contenida en el numeral 3º del artículo 29 de la Ley 1123 de 2007, “Por el cual se establece el Código Disciplinario del Abogado”.

3.  Fundamentos de la decisión

La expresión demandada forma parte del artículo 2 de la Ley 1123 de 2007, que se ocupa de las incompatibilidades para el ejercicio de la abogacía y señala que las personas privadas de su libertad como consecuencia de la imposición “de una medida de aseguramiento” no puedan ejercerla, aunque se hallen inscritas como abogado. 

La Corte advirtió que esta prohibición corresponde al ejercicio de la potestad configurativa del legislador en el régimen jurídico de las profesiones (art. 26 C.P.), régimen del que hace parte la tipificación de faltas contra la ética, la previsión de sanciones o el señalamiento de las causales de inhabilidad o incompatibilidad para el ejercicio de ciertas profesiones. Tal potestad no es absoluta, particularmente, cuando se imponen restricciones al ejercicio de las profesiones o se impide su desempeño a una persona o grupo de personas, de manera que el Congreso al ejercerla, ha de observar criterios de razonabilidad y proporcionalidad. 

Observó que la incompatibilidad consistente en no poder ejercer la profesión de abogado como consecuencia de la imposición de una medida de aseguramiento privativa de la libertad no surge de la nada, puesto que está precedida de la regulación legislativa concerniente a la aplicación de las medidas de aseguramiento privativas de la libertad, la cual debe ceñirse a estrictas exigencias constitucionales y de la actuación desplegada por el juez en la situación concreta, sujeta igualmente, a claras exigencias constitucionales y legales. 
La Corte encontró que la incompatibilidad cuestionada tiene una nítida finalidad en la guarda de las condiciones personales de quien ejerce la profesión del Derecho, exigibles en virtud de la actividad desempeñada que le impone observar pautas relacionadas con su propia persona. Estas pautas que obran en el plano estrictamente individual, no están sin embargo, desligadas del carácter social inherente a la profesión del Derecho y de la necesidad de resguardar los derechos de terceros, que también son fines de la incompatibilidad prevista en el precepto acusado, los cuales encuentran asidero en el artículo 95 de la Constitución, relativo a los deberes constitucionales y en el artículo 26 de la Carta, que autoriza la inspección y vigilancia de las profesiones, una de cuyas expresiones es el poder disciplinario. 

Reiteró que la privación de la libertad apareja suspensión en el ejercicio de algunos derechos y la restricción práctica o limitación de otros, que no pueden ejercerse en las mismas condiciones que cuando se disfruta de la libertad personal. A juicio de la Corte, no resulta irrazonable, entonces, que el derecho de la abogacía resulte afectado por la privación de la libertad y que, por contera, se afecte el derecho al trabajo y a derivar el sustento del ejercicio profesional del Derecho. Luego, el legislador, al prever la incompatibilidad demandada, no hizo otra cosa que conferirle expresión normativa a una circunstancia evidente y prever sus repercusiones en el interés general y en los derechos de los terceros eventualmente comprometidos. En efecto, el legislador, fuera de evaluar el riesgo social de una determinada situación, ponderó las facultades que ello acarrea. 

Ciertamente, como lo advierte el Procurador General de la Nación, para el ejercicio de una profesión como la de abogado, la libertad es un elemento indispensable y su desempeño exige la presencia física en diversos escenarios judiciales y extrajudiciales, de modo que el abogado detenido no se encuentra en las mejores condiciones para proteger el interés de sus clientes actuales o potenciales, que carecerían de una adecuada defensa técnica en desmedro de sus derechos fundamentales. En esas condiciones, el ejercicio profesional no sería adecuado y tampoco responsable. Adicionalmente, permitir el ejercicio de la abogacía a una persona sometida a medida de aseguramiento privativa de la libertad, afectaría la administración de justicia, como quiera que podría afectar el cumplimiento de la respectiva medida y sobre todo, las finalidades perseguidas mediante su excepcional imposición.

Finalmente, la Corte desechó el cargo por violación del derecho a la igualdad, pues no son comparables la situación del abogado privado de la libertad y la del que goza de ella; como tampoco es comparable la regulación del Derecho y la correspondiente a cada una de las profesiones con sus especificidades y peculiaridades.
